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Resumen
En las distintas normas autonómicas se regulan las rentas mínimas de 
inserción a las que, dependiendo de la Comunidad Autónoma, se les 
otorgan distintas denominaciones; normas en las que se establece 
una diversidad de requisitos de acceso a estas prestaciones econó-
micas, entre los que es habitual encontrar los relativos a la edad, la 
residencia, el empadronamiento, la constitución de una unidad de 
convivencia, y la carencia de recursos. Unos requisitos que, aunque 
coinciden en los aspectos señalados, no siempre se regulan del mismo 
modo, pero que en todo caso han de cumplirse para poder acceder a 
esas prestaciones que se dirigen a satisfacer las necesidades básicas 
de quienes se encuentran en situación o riesgo de exclusión social, 
así como a promover su inserción social y laboral. 
Ahora bien, en la mayoría de estas normas se puede observar cómo se 
hace referencia a las víctimas de violencia de género, precisamente a 
la hora de regular los distintos requisitos exigidos en las mismas para 
poder acceder a la prestación. De ahí que en este trabajo se analice 
cómo se contempla en las distintas normas autonómicas la situación 
de las víctimas de violencia de género, en concreto, hasta qué punto 
se exigen o no a este colectivo los requisitos que se establecen en 
cada caso para poder acceder a la renta mínima de inserción, si esa 
situación se tiene en cuenta al regular cada uno de esos requisitos, o 
solo alguno/s de ellos, y si existe o no un tratamiento uniforme en las 
diferentes Comunidades Autónomas con las consecuencias que todo 
ello conlleva. 

Palabras Clave: Renta mínima de inserción, violencia de género, asis-
tencia social, normativa autonómica
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(Trabajo realizado en el marco del Proyecto de Investigación “Las 
prestaciones económicas de garantía de recursos de subsistencia” 
(DER2013-48829-C2-2-R), financiado por el Ministerio de Economía 
y Competitividad, Plan Nacional de Investigación I+D+I)

1. Punto de partida: las rentas mínimas de inserción 
autonómicas y las referencias en las diferentes 
normas a violencia de género

Cabe hacer referencia a renta mínima de inserción como 
prestación económica de naturaleza asistencial que, con ca-
rácter general, se dirige a un colectivo que, por el hecho de ca-
recer de recursos suficientes para hacer frente a las necesidades 
básicas, se encuentra en situación de exclusión o riesgo de ex-
clusión social, en un estado de dificultad personal o social para 
su inserción en el mercado laboral y para su integración social. 
Una prestación que cuenta con una regulación específica en 
cada Comunidad Autónoma (como es sabido, el art. 149.1.20 
CE establece que las Comunidades Autónomas tienen compe-
tencia exclusiva en materia de asistencia social) y distintas de-
nominaciones (tales como “renta garantizada de ciudadanía”, 
“salario social básico”, “renta básica de inserción”, etc), y de 
la que no se pueden beneficiar todos los ciudadanos ya que es 
preciso que se cumplan los requisitos que se establecen en las 
normas autonómicas en cada caso. Unos requisitos que varían 
de unas normas a otras, pero que suelen hacer referencia a la 
edad, la residencia, el empadronamiento, la constitución de 
una unidad familiar de convivencia, y la carencia de recursos; 
requisitos a los que se contemplan de forma acumulativa y que 
delimitan el colectivo de posibles beneficiarios. 

En la mayoría de las normas autonómicas se puede cons-
tatar cómo se establecen previsiones específicas para las víc-
timas de violencia de género, de modo que se tiene en cuenta 
la concreta situación en la que se encuentran y la dificultad e 
incluso la imposibilidad de cumplir alguno o algunos de los 
requisitos que se establecen, de ahí que las referencias que 
se contienen en las normas precisamente se centren en los di-
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ferentes requisitos, en concreto, en los que habitualmente se 
exigen, otorgando a este colectivo un tratamiento singular con 
el fin de que puedan acceder a la prestación y, de ese modo, 
se les pueda garantizar unos recursos económicos de subsis-
tencia, lo que, a su vez, les va a permitir alcanzar progresiva-
mente su autonomía, así como su integración social y laboral.

En algunas de esas normas autonómicas no se contiene 
ninguna referencia a este colectivo (Decreto 2/1999, de 12 
de enero, por el que se regula el Programa de Solidaridad 
de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación y la 
Desigualdad en Andalucía, BOJA 6 febrero 1999 (DA 2/1999); 
Ley 1/1993, de 19 de febrero, de Medidas Básicas de Inserción 
y Normalización Social, BOA 1 marzo 1993 (LAr 1/1993); 
Decreto 57/1994, de 23 de marzo, regula el Ingreso Aragonés 
de Inserción en desarrollo de la Ley 1/1993, de 19 de febrero 
de 1993, de Medidas Básicas de Inserción y Normalización 
Social, BOA 8 abril 1994); Decreto 179/2002, de 17 de di-
ciembre, Desarrollo del Ingreso Mínimo de Solidaridad, Ayudas 
de Emergencia Social y Prestaciones Económicas en favor de 
colectivos desfavorecidos, y de la colaboración y cooperación 
en materia de Servicios Sociales, DOCLM 20 diciembre 2002 
(DCLM 179/2002)) y, por tanto, no se tienen en cuenta las di-
ficultades que puede plantear la concreta situación en la que 
se encuentra a la hora de acceder a este tipo de prestaciones. 
Pero lo más llamativo es que en algún caso se ha optado por 
suprimir las referencias a la violencia de género, sobre todo 
porque precisamente la violencia de género se vinculaba a 
la  flexibilización de uno de los requisitos exigidos como es la 
residencia continuada y efectiva en la Comunidad Autónoma 
durante un periodo de tiempo, contemplándose las ausencias 
de hasta dos meses cuando la persona se haya desplazado por 
motivos de violencia de género (Ley Foral 1/2012, de 23 de 
enero, de Renta de Inclusión Social de Navarra, BON 3 febrero 
2012), mientras que en la regulación vigente no se hace refe-
rencia a estas ausencias por estos motivos (Ley Foral 15/2016, 
de 11 de noviembre, regula los derechos a la Inclusión Social y 
a la Renta Garantizada, BOE 8 diciembre 2016 (LFN 15/2016)); 
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situación que se puede producir y que va a impedir que la 
mujer víctima de violencia de género acceda a la prestación, lo 
que supone  un retroceso en este aspecto.

2. La flexibilización de los requisitos de acceso a la 
prestación para las víctimas de violencia de género

En todas las normas autonómicas en las que se regulan las 
rentas mínimas de inserción, con las distintas denominaciones 
a las que se ha hecho referencia, se puede comprobar cómo 
los distintos requisitos que se exigen para poder acceder a la 
prestación han de cumplirse de forma acumulativa; lo que deli-
mita el colectivo de sujetos que pueden disfrutar de las mismas 
a la vez que excluye a todos aquellos que no cumplan alguno 
de los mismos. Si bien, si se analizan los distintos requisitos que 
se contemplan en las distintas normas autonómicas se puede 
constatar que, aun haciendo referencia a aspectos idénticos, se 
presentan ciertas variaciones entre estos y, a su vez, es habitual 
que se contemplen determinadas excepciones o un tratamiento 
específico para algunos colectivos entre los que se menciona 
a la víctima de violencia de género y para la que se tiene en 
cuenta las dificultades que puede suponer en cuanto al acceso 
a la prestación el cumplimiento de unos requisitos por la propia 
situación en la que se encuentra. De esta forma se flexibilizan 
esos los requisitos de acceso a la prestación, en concreto, la 
edad, la residencia y el empadronamiento, la constitución de 
una unidad de convivencia y la carencia de recursos; lo que 
determina que se le facilite el acceso. Así, es importante partir 
de esos requisitos y analizar las excepciones que se contienen 
en las distintas normas para las víctimas de violencia de género 
para constatar hasta qué punto se modulan, si el tratamiento 
que recibe este colectivo en las diferentes normas es el mismo, 
o si, por el contrario, varía de unas normas a otras.

2.1 Residencia y empadronamiento
Con carácter general, se puede observar cómo es habi-

tual que entre los requisitos que se establecen en las normas 
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para acceder a la prestación, se contemple el relativo a la re-
sidencia en la Comunidad Autónoma; al que se suele añadir 
el empadronamiento en dicha Comunidad (art. 6.1 a) Decreto 
126/2014, de 27 de diciembre, de Renta Mínima de Inserción de 
Madrid, BOE 5 marzo 2002 (DM 126/2014); art. 10.1 a) Decreto 
Legislativo 1/2014, de 27 de febrero, por el que se aprueba el 
texto refundido de la prestación esencial de renta garantizada 
de ciudadanía de Castilla y León, BO. Castilla y León 3 marzo 
2014 (DLCL 1/2014); art. 7.1 de 17 de enero, Ley 1/2007, de 
17 de enero, por la que se regula la Prestación Canaria de 
Inserción, BOE 27 febrero 2007 (LCn 1/2007); art. 29.1 Ley 
2/2007, de 27 de marzo, de Servicios Sociales de Cantabria, 
BOE 19 abril 2007 (LCtb 2/2007); art. 7.1 b) Ley 3/2007, de 16 
de marzo, de Renta Básica de Inserción de la Región de Murcia, 
BOE 21 julio 2008 (LMu 3/2007); art. 12 a) Ley 10/2013, de 
27 de noviembre, de inclusión social de Galicia, BOE de 29 
enero 2014 (LG 10/2013); art. 7.1 b) Ley 14/2017, de 20 de 
julio, de la Renta Garantizada de Ciudadanía, DOCG de 24 
julio 2017 (LCt 14/2017); art. 10.1 a) Ley 9/2014, de 1 de oc-
tubre, regula la Renta Básica Extremeña de Inserción, BOE 23 
octubre 2014 (LEx 9/2014); art. 4 LAr 1/1993; art. 6 Ley 5/2016, 
de 13 de abril, de Renta Social Garantizada, BOE 2 mayo 
2016 (LB 5/2016); art. 16 Ley 18/2008, de 23 de diciembre, 
para la Garantía de Ingresos y e Inclusión Social del País Vasco, 
BOPV 31 de diciembre de 2008 (LPV 18/2008); art. 9.2 Decreto 
147/2010, de 25 de mayo, de la Renta de Garantía de Ingresos, 
BOPV 17 junio 2010 (DPV 147/2010); art. 8.1 DCLM 179/2002). 
Requisitos para los que en las propias normas se suelen con-
templar excepciones para las víctimas de violencia de género 
lo que determina que en algunos casos no se exijan teniendo 
en cuenta la situación en la que estas se encuentran. 

Sin embargo, antes de analizar estas excepciones, es impor-
tante tener en cuenta que en las distintas normas cuando se 
hace referencia al requisito de residencia no siempre se men-
ciona en los mismos términos. En unos casos, se indica que 
se trata de “residencia efectiva” (art. 6.1 a) DM 126/2014; art. 
8.1 Decreto 29/2011 de 13 de abril, por el que se aprueba 
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el Reglamento General de la Ley del Principado de Asturias 
4/2005, de 28 de octubre de 2005, de Salario Social Básico,  
BOPA 27 abril 2011 (DAst 29/2011); art. 8.1 DCLM 179/2002), 
en otros, se hace mención a “residencia legal” (art. 7.1 LCn 
1/2007; art. 10.1 a) DLCL 1/2014; art. 10.1 a) LEx 9/2014), y, 
en otros, se exigen ambas (art. 7.a) Ley 4/2017, de 28 de abril 
de 2017, por la que regula la Renta de Ciudadanía de La Rioja, 
BOR 22 mayo 2017 (LR 4/2017); art. 7.1 b LMu 3/2007; art. 
29.1 LCtb 2/2007; art. 12 a y b) LG 10/2013; art. 7.1 b) y c) 
LCt 14/2017). Es más, cuando se hace referencia a “residencia 
legal” en unas normas se indica en España (art. 29.1 LCtb 
2/2007; art. 7.1 b LMu 3/2007; art. 2 Decreto 41/2017, de 29 
de septiembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2017, de 28 
de abril de 2017, por la que regula la Renta de Ciudadanía 
de La Rioja, BOR 4 octubre 2017 (DR 41/2017)), y en otras en 
la Comunidad Autónoma (art. 10.1 a) DLCL 1/2014; art. 7.1 
LCn 1/2007). Lo que tiene relevancia a efectos de acceso a la 
prestación, ya que, al margen de que se exija el cumplimiento 
de otros requisitos, de forma acumulativa, ni siquiera en este 
caso, a pesar de recoger en todas las normas al requisito de 
residencia, existe un tratamiento uniforme al respecto puesto 
que, como se puede constatar, no en todas ellas se formula en 
los mismos términos, lo que conlleva que se restrinja en mayor 
o menor medida el colectivo de sujetos que pueden acceder 
a la prestación. De hecho, no basta solo con el empadrona-
miento y/o la residencia legal y/o efectiva, según los casos, 
sino que para que realmente se cumplan estos requisitos en 
la mayoría de los casos se exige el empadronamiento y/o la 
residencia durante un periodo previo de tiempo al momento 
en el que se formula la solicitud. Así, en cuanto al empadrona-
miento, se puede observar que en los casos en los que se exige 
un periodo mínimo no se suele establecer el mismo en todas 
las normas, sino que, por el contrario, varía; de modo que se 
puede encontrar en las normas periodos tan diferentes como 
“por lo menos durante los seis meses anteriores a la presenta-
ción de la solicitud” (art. 12 a) LG 10/2013), “al menos veinti-
cuatro meses ininterrumpidos e inmediatamente anteriores a 
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la solicitud” (art. 12 b) Ley 9/2007, de 12 de marzo, de Renta 
Garantizada de Ciudadanía de la Comunidad Valenciana,  BOE 
20 abril 2007 (LV 9/2007)), o “al menos un año” (art. 4 a) LAr 
1/1993). En el caso del requisito de residencia, lo más común 
es que en las normas se haga referencia, como mínimo, el año 
inmediatamente anterior a la formulación de la solicitud, tanto 
en el caso en el que se exige residencia efectiva como resi-
dencia legal (art. 7.2 DM 126/2014; art. 7 a) LR 4/2017, art. 10.1 
a) DLCL 1/2014; art. 7.1 LCn 1/2007; art. 29.1 b) LCtb 2/2007; 
art. 10.1 a) LEx 9/2014), pero también se puede comprobar 
que en algún supuesto el periodo mínimo es más amplio, así, 
se exige la residencia efectiva e ininterrumpida, como mínimo, 
en los dos años anteriores a la presentación de la solicitud 
(art. 8.1 DAst 29/2011; art. 7.1 c) LCt 14/2017; art. 8.1 DCLM 
179/2002), y en otro incluso se amplía a un mínimo de cinco 
años con respecto a la residencia legal (art. 7.1 a) LMu 3/2007).

Pues bien, teniendo en cuenta los requisitos señalados, lo 
cierto es que puede ocurrir que la mujer víctima de violencia 
de género no pueda tener acceso a la prestación al no poder 
cumplirlos, en concreto, por el hecho de que la propia situa-
ción en la que se encuentra puede determinar que sea nece-
sario que cambie de residencia. De ahí que en algunas normas 
se tenga en cuenta esta posible situación, bien para consi-
derar el tiempo de residencia en otra Comunidad Autónoma 
a efectos de cumplimiento del requisito de residencia efectiva 
(art. 6.3 DM 126/2014; art. 13 b) LG 10/2013 (también del em-
padronamiento); o bien para no exigir a la víctima de violencia 
de género esos periodos de empadronamiento, residencia 
efectiva y de residencia legal, según los casos (arts. 10.2 DLCL 
1/2014, 7.1 LCn 1/2007, 7.a) LR 4/2017 y 2.3 DR 41/2017).). 
Aunque, también es posible comprobar que en algunas de 
esas normas se exime a la víctima de violencia de género de 
cumplir ese periodo mínimo de residencia efectiva, pero no 
se contempla ninguna excepción con respecto al periodo 
mínimo de residencia legal exigido (art. 29.2 LCtb 2/2007; art. 
8.2 Decreto 163/2017, de 31 de mayo, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley 3/2007, de 16 de marzo de 2007, de 
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Renta Básica de Inserción de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, BORM 2 junio 2017 (DMu 163/2017)), salvo 
en algún caso en el que  se “considerará acreditado el requi-
sito” para “mujeres extranjeras víctimas de violencia de género 
que cuenten con una autorización de residencia o trabajo por 
circunstancias excepcionales” (arts. 13 y 14 LG 10/2013); lo que 
puede determinar que no cumpla este requisito y, por tanto, 
no pueda acceder a la prestación, excepto en este último su-
puesto con la condición señalada. Además, en algunos casos, 
aunque se exime a la víctima de violencia de género de cum-
plir el requisito de residencia efectiva, lo cierto es que se hace 
de forma condicionada, como ocurre en el supuesto en el que 
se le exime si es admitida en la red de casas de acogida de la 
concreta Comunidad Autónoma (art. 8.2 a) DAst 29/2011), pero 
no si se encuentra en otra situación; o en el que se le exige 
que concurran circunstancias que le impidan disponer de sus 
bienes o la coloque en estado de necesidad, lo que se deberá 
acreditar mediante informe (emitido por un centro de Servicios 
Sociales de Atención primaria o por el Centro de Información y 
Atención Integral a Víctimas de Violencia de la Administración 
del Gobierno de Cantabria, art. 29.2 LCtb 2/2007). Por tanto, 
como se puede comprobar, aun partiendo de la misma situación 
como víctima de violencia de género, no siempre podrá cumplir 
el requisito de residencia, incluso en el supuesto en el que se le 
exima las condiciones exigidas para ello pueden determinar que 
no sea posible. 

Es cierto que podría estar eximida del cumplimiento de estos 
requisitos y de ese modo, si cumple el resto de los requisitos, 
podría tener acceso a la prestación, pero no por el hecho de ser 
víctima de violencia de género, sino por la concurrencia de otras 
circunstancias, ajenas a esta situación, que también contemplan 
las normas, por ejemplo, en el caso de la residencia legal, por el 
hecho de ser transeúntes en situación de emergencia social, por 
no disponer de alojamiento y carecer de recursos económicos 
y de medios para obtenerlos (art. 5 DAst 29/2011); o personas 
cuya solicitud de asilo se hubiese admitido a trámite o, no ha-
biéndose admitido, tengan los o las solicitantes autorizada su 
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permanencia en España por razones humanitarias o de interés 
social (art. 14 LG 10/2013). En los casos en los que se exige estar 
empadronado y, además, residir legalmente en algún municipio 
de la Comunidad en cuestión, con un determinado plazo de an-
telación a la solicitud de la prestación, también se contemplan 
una variedad de excepciones con respecto al cumplimiento de 
esos requisitos con la antelación señalada para determinados 
colectivos, por ejemplo, para los emigrantes de esa Comunidad 
Autónoma retornados de otros países (art. 10 DLCL 1/2014; art. 
7 LCn 1/2007 (“siempre que dentro de los cinco años anteriores 
a la solicitud hubieran tenido la vecindad administrativa en cual-
quiera de los municipios de Canarias, al menos, durante tres 
años”)); para quienes se encuentren en situación de necesidad 
extrema sobrevenida que, de manera repentina e imprevista, 
se produzca tras su empadronamiento en un municipio de la 
Comunidad (art. 10 DLCL 1/2014); para personas que se hayan 
visto obligadas a fijar su residencia fuera de la Comunidad por un 
plazo inferior a tres años, por motivos formativos o laborales, de-
bidamente acreditados previo informe del trabajador social (art. 
7 LCn 1/2007). Con respecto al requisito de residencia efectiva 
en la Comunidad durante un determinado periodo de tiempo 
previo a la solicitud, también se puede observar que en algunas 
normas se exceptúa para determinados colectivos, por ejemplo, 
para los emigrantes retornados (que gocen de la condición po-
lítica de asturianos (art. 10 Ley 4/2005, de 28 de octubre, de 
Salario Social Básico de Asturias, BOPA 4 noviembre 2005 (LAst 
4/2005)) y para las personas solicitantes de asilo, una vez admi-
tida a trámite su solicitud (art. 29.2 LCtb 2/2007). Ahora bien, 
hay que tener en cuenta que, aunque podrían concurrir estas 
circunstancias, lo cierto es que, en general, cómo se puede com-
probar, en las normas en las que se hace referencia a las mismas 
también se contempla la situación de violencia de género. 

2.2 La edad
La edad es otro de los requisitos que habitualmente se 

exige en las distintas normas para poder solicitar y ser titular 
del derecho a la prestación; si bien, se puede afirmar que no 
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se exige la misma en todas las normas, sino que esta varía. Lo 
habitual es establecer una franja de edad: ser mayor de una 
determinada edad, como regla general, ser mayor de vein-
ticinco años (art. 7 LAst 4/2005, art. 6 DAst 29/2011; art. 12 
c) LG 10/2013; art. 6.1.b) Ley 15/2001, de 27 de diciembre, 
de Renta Mínima de Inserción de Madrid.  BOE 5 marzo 2002 
(LM 15/2001); art. 6.1.b) DM 126/2014; art. 10.1 c) LEx 9/2014; 
art. 7.2 LCn 1/2007; art. 6.1.d) Ley 10/1997; art. 10 b) DLCL 
1/2014; art. 8.1 DCLM 179/2002); aunque también es posible 
encontrar algunos supuestos en los que se reduce esa edad y 
se indica que es preciso ser mayor de veintitrés años (art. 7 b) 
LR 4/2017, art. 29.1.c) LCtb 2/2007; art. 16.d) LPV 18/2008; art. 
9.4 DPV 147/2010; art. 6.1 d) LB 5/2016); o mayor de dieciocho 
años (art. 5. a) LFN 15/2016; art. 4.d) LAr 1/1993); y menor 
de una cierta edad, en concreto, menor de sesenta y cinco 
años (art. 29 LCtb 2/2007; art. 6.1.b) LM 15/2001; art. 6.1b) DM 
126/2014; art. 7.2 LCn 1/2007; art. 7.1.c) LMu 3/2007; art. 8.1 
DCLM 179/2002), o la que permita el acceso a prestaciones 
contributivas o no contributivas a cargo de cualquiera de las 
administraciones pública (art. 10 b) DLCL 1/2014; o tener una 
edad menor a la exigida para tener derecho a una pensión no 
contributiva, tal y como se establece en el art. 4.d) LAr 1/1993). 
Por tanto, como se puede observar, aunque la edad es un re-
quisito común en las distintas normas autonómicas, no siempre 
se exige la misma edad para poder acceder a la prestación, lo 
que supone introducir variaciones que para una misma situa-
ción pueden determinar que el sujeto no cumpla este requisito 
y, por tanto, no pueda solicitar la prestación, mientras que sí 
podría cumplirlo en otra Comunidad Autónoma. 

De todos modos, aunque esta suele ser la regla general, 
con las diferencias señaladas, esto no significa que no puedan 
solicitar la prestación y ser titulares de la misma, siempre que 
cumplan el resto de los requisitos, las personas que tengan una 
edad inferior o superior a la que se establece en las distintas 
normas, ya que en todos las normas se contemplan distintas 
excepciones a la edad señalada, de modo que en ocasiones 
la persona que solicita la prestación no tendrá que cumplir 
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este requisito de la edad en los términos indicados, si bien 
será preciso que cumpla alguna de las condiciones que se 
establecen en las normas. Hay que tener en cuenta que esas 
condiciones son bastante diversas, y, a su vez, varían de unas 
normas a otras, aunque también es posible encontrar condi-
ciones idénticas en las diferentes normas. En concreto, por lo 
que aquí interesa, se puede comprobar que en algunas de las 
normas autonómicas se parte del hecho de que puede haber 
mujeres víctimas de violencia de género que no alcancen la 
edad mínima establecida en las mismas, de forma que el le-
gislador autonómico flexibiliza este requisito al reducir la edad 
mínima establecida con carácter general, situándola en esos 
casos en la mayoría de edad, de forma que también podrá 
solicitar la prestación la víctima de violencia de género cuya 
edad esté comprendida entre dieciocho y veinticinco años (art. 
10 b) DLCL 1/2014); o entre dieciocho y veintitrés años, en el 
supuesto en el que se establece la necesidad de ser mayor de 
veintitrés años como regla general para acceder a la prestación 
(art. 7.1 a)  LCt 14/2017), aunque, en algún caso, también se 
añade a las menores emancipadas (art. 10 b) DLCL 1/2014). Por 
tanto, si se tiene en cuenta lo señalado, se puede observar que 
en los casos en los que las normas autonómicas consideran la 
situación de la mujer víctima de violencia de género práctica-
mente se unifica la edad de acceso a la prestación, es decir, 
basta con que la mujer sea mayor de edad, siendo en este 
caso la excepción, lo establecido en alguna norma en cuanto 
al posible acceso de la menor emancipada. De este modo se 
amplía el colectivo de posibles beneficiarias que de otra forma 
quedarían excluidas, salvo que pudieran cumplir alguna otra 
condición de entre las que operan como excepción para el re-
quisito de la edad. 

No obstante, como se puede comprobar, no se puede 
afirmar que el hecho de que se contemple la condición de víc-
tima de violencia de género a la hora de reducir la edad de 
acceso sea común a la mayoría de las normas autonómicas. 
Por el contrario, solo se establece en algunas, lo que conlleva 
que, en realidad, muchas víctimas de violencia de género, me-
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nores de veinticinco años, o de veintitrés, dependiendo de lo 
establecido en la norma, no van a poder acceder a la prestación 
con independencia de que cumplan el resto de los requisitos, 
e incluso en los supuestos en los que se exceptúan algunos de 
ellos para este colectivo. De modo que la edad, en muchos 
casos, va a ser lo que impida el posible disfrute de la presta-
ción, salvo que concurran otras circunstancias que determinen 
que se flexibilice el cumplimiento del requisito de la edad, como 
puede ocurrir, por ejemplo, en el supuesto en el que tenga a su 
cargo menores o personas con discapacidad (en algunos casos, 
se exige ser mayor de edad (art. 16.d) LPV 18/2008 y art. 9.4 
DPV 147/2010); en otros, es posible incluso ser menor de edad 
(art. 4.d) LAr 1/1993)), o en el que esté en situación de orfandad 
absoluta (a lo que suele añadirse la necesidad de ser mayor de 
edad (art. 10.1 c) LEx 9/2014; art. 16.d) LPV 18/2008, Art. 9.4 
DPV 147/2010; art. 7.1 c) LMu 3/2007); y, además, en algún 
caso, no tener derecho a prestaciones o ayudas de naturaleza 
análoga (art. 29 LCtb 2/2007)), o tenga una cierta discapacidad 
y sea mayor de 18 años (art. 16.d) LPV 18/2008) o acreditar una 
relación matrimonial o afectiva análoga y permanente (art. 16.d) 
LPV 18/2008 y art. 9.4 e) DPV 147/2010 siempre que esa rela-
ción se establezca con al menos seis meses de antelación a la 
solicitud); pero lo cierto es que si no es así no podrá acceder a la 
prestación cuando tenga una edad inferior a la que con carácter 
general se establezca en la norma. 

2.3 Unidad de convivencia 
Otro de los requisitos que se contempla en las normas para 

poder solicitar la prestación es la constitución de una unidad de 
convivencia (art. 7.c) LR 4/2017; art. 6.1 c) DM 126/2014, art. 7 
LM 15/2001; arts. 7.1 d) y 8 LMu 3/2007), también denominada 
unidad familiar de convivencia (arts. 9 y 10.1 c) LEx 9/2014), 
unidad familiar (art. 5 LAr 1/1993), unidad económica de con-
vivencia independiente (art. 3 DAst 29/2011), que debe estar 
constituida con un periodo mínimo de antelación a la fecha de 
la solicitud, generalmente un mínimo de un año (art. 8.1 DCLM 
179/2002; art. 7 c) LR 4/2017; art. 9.1 DPV 174/2010, aunque 
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se contemplan excepciones; art. 9 LEx 9/2014), aunque tam-
bién se puede observar cómo se hace referencia a un mínimo 
de seis meses (art. 8 LM 15/2001 y art. 9.4 DM 126/2014, art. 
9.1 b) LAst 4/2005, art. 9.1 a) DAst 29/2011); requisito que 
igualmente se exige a las víctimas de violencia de género, si 
bien es cierto que se puede apreciar cómo en algunas normas 
se tienen en cuenta las circunstancias en las que se encuentran, 
de modo que se exceptúa el plazo previo de constitución de la 
unidad de convivencia, como requisito para su reconocimiento 
(art. 14.3 e) DM 126/2014 y art. 7.c) LR 4/2017, para quienes 
modifiquen su residencia como consecuencia de violencia de 
género). 

En este sentido, es importante tener en cuenta qué se en-
tiende por unidad de convivencia, con sus diferentes denomi-
naciones. Pues bien, las distintas normas establecen una de-
finición al respecto, pero no es posible afirmar que hay una 
total coincidencia, sino que se pueden apreciar variaciones de 
unas a otras. Si se analiza lo establecido en las normas, aunque 
existen supuestos específicos, se puede comprobar cómo, en 
general, se suele hacer referencia a la persona solicitante y/o, 
en su caso, un conjunto de personas, que deben convivir en 
un mismo espacio (art. 7 LM 15/2001; art. 3 DAst 29/2011; 
art. 9 LPV 18/2008, con excepciones; art. 8 LMu 3/2007; art. 
8 DLCL 1/2014; art. 5 LAr 1/1993; art. 2 DCLM 179/2002; 
art. 9 LEx 9/2014; art. 4 LCtb 2/2007; art. 4 LV 9/2007), en el 
mismo domicilio (art. 11.2 LG 10/2013; art. 2 DA 2/1999; art. 
8 DLCL 1/2014), o en una misma vivienda (art. 7 LM 15/2001; 
art. 3 DAst 29/2011; art. 4 LCtb 2/2007; art. 9 LPV 18/2008; 
art. 8 LMu 3/2007; art. 5 LR 4/2017), o alojamiento (art. 7 LM 
15/2001; art. 3 DAst 29/2011; art. 9 LPV 18/2008; art. 8 LMu 
3/2007), o espacio habitacional (art. 4 LCtb 2/2007; art. 5 LR 
4/2017), y mantener un vínculo por matrimonio o análoga rela-
ción (art. 11.2 LG 10/2013; art. 5 LR 4/2017; art. 7 LM 15/2001; 
art. 3 DAst 29/2011; art. 2 DA 2/1999; art. 4 LCtb 2/2007; 
art. 9 LPV 18/2008; art. 8 LMu 3/2007; art. 4 LV 9/2007; art. 
8 DLCL 1/2014; art. 2 DCLM 179/2002), por adopción (art. 7 
LM 15/2001; art. 3 DAst 29/2011; art. 11.2 LG 10/2013; art. 



Ana Mª Moreno Márquez 

962

2 DA 2/1999; art. 4 LCtb 2/2007; art. 9 LPV 18/2008; art. 8 
LMu 3/2007; art. 4 LV 9/2007; art. 5 LAr 1/1993; art. 2 DCLM 
179/2002), tutela (art. 4 LCtb 2/2007; art. 8 LMu 3/2007; art. 
8 DLCL 1/2014), o acogimiento (art. 7 LM 15/2001; art. 3 
DAst 29/2011; art. 11.2 LG 10/2013; art. 4 LCtb 2/2007; art. 
9 LPV 18/2008; art. 8 LMu 3/2007; art. 8 DLCL 1/2014; art. 5 
LAr 1/1993), o por parentesco de consanguinidad o afinidad 
hasta un determinado grado que en algunos casos varía de-
pendiendo de si es por consanguinidad o afinidad y de unas 
normas a otras. Así, es posible comprobar cómo se hace refe-
rencia a cuarto y segundo grado, respectivamente (art. 11.2 
LG 10/2013; art. 9 LPV 18/2008; art. 5 LAr 1/1993; art. 2 DCLM 
179/2002), a segundo y primer grado, respectivamente (art. 3 
DAst 29/2011; art. 4 LV 9/2007; art. 5 LR 4/2017); o solo se 
menciona por consanguinidad hasta el segundo grado (art. 2 
DA 2/1999; art. 8 DLCL 1/2014) mientras que en otros se es-
tablece el mismo grado (hasta el segundo grado: art. 9 LEx 
9/2014, si bien cabe la posibilidad de incluir parientes hasta el 
tercer grado; art. 4 LCtb 2/2007; art. 8 LMu 3/2007); aunque 
también es posible encontrar algún caso en el que se considera 
que existe unidad de convivencia cuando dos o más personas 
que no están unidas por los vínculos señalados, viven juntas en 
una misma vivienda o alojamiento debido a situaciones consta-
tables de extrema nece¬sidad (art. 9 LPV 18/2008; art. 3 DAst 
29/2011). De este modo, la prestación se puede conceder al 
solicitante, pero ligada a la unidad familiar de convivencia y lo 
habitual es que esta se conforme por los sujetos a los que se ha 
hecho referencia que se encuentran unidos por mencionados 
lazos adquiriendo de ese modo un carácter colectivo. 

De lo señalado en las distintas normas se puede extraer 
que el titular normalmente se integra en una unidad de convi-
vencia (art. 8.3 LAst 4/2005; art. 11 LG 10/2013; arts. 5 y 7. c) 
LR 4/2017; art. 7 LM 15/2001; art. 9 DM 126/2014; art. 9 LEx 
9/2014; art. 4 LCn 1/2007); o en una unidad perceptora (art. 4 
Decreto 136/2007, de 24 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 1/2007, de 17 de enero de 2007, por la 
que se regula la Prestación Canaria de Inserción. BO. Canarias 
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12 junio 2007 (DCn 136/2007); arts. 8 y 9 LPV 18/2008, art. 8 
Decreto 174/2010, PV; art. 44 LCtb 2/2007), solicita la presta-
ción y la percibe; si bien, hay que tener en cuenta que se be-
nefician de la misma todas las personas que integran la unidad 
de convivencia (art. 7 LAst 4/2005; art. 29 LCtb 2/2007; art. 5 
LM 15/2001; art. 3 LCn 1/2007; arts. 8 y 9 LPV 18/2008; arts. 5 
y 8 Decreto 174/2010, PV; o perceptora (art. 44 LCtb 2/2007; 
art. 2 DFN 120/1999), o el núcleo familiar de la persona titular, 
incluida esta última (arts. 3 a 5 LB 5/2016)). Aún así, también es 
cierto que en algunas normas se contempla la posibilidad de 
que el solicitante constituya por sí mismo una unidad familiar 
de convivencia (por ejemplo, art. 5.1 DPV 147/2010, en cuanto 
a las personas que viven solas en una vivienda o alojamiento 
que no estén unidas por matrimonio u otra forma de relación 
permanente análoga a la conyugal, si bien, se establecen ex-
cepciones; art. 3.2 DA 2/1999, en el que se contempla que una 
única persona puede constituir una unidad familiar si es mayor 
de edad y vive sola, y también en el caso en el que alcance la 
mayoría de edad, habiendo estado previamente bajo la tutela 
de la Junta de Andalucía).   

El problema es que si se parte de ese concepto que con 
carácter general se extrae de las normas, puede resultar com-
plicado que la víctima de violencia de género constituya o 
mantenga la unidad de convivencia en los términos señalados, 
sobre todo si se considera el hecho de la convivencia en un 
mismo espacio y la necesidad, dadas las circunstancias, que 
puede tener la víctima de abandonar su residencia habitual. 
De ahí que, en algunos casos, se tenga en cuenta esa situación 
para que no impida que se cumpla este requisito. Así, más allá 
de la consideración de la vivienda, o espacios señalados, tam-
bién se consideran a estos efectos los centros o viviendas de 
acogida a mujeres maltratadas de titularidad pública y demás 
centros sociales de acogida temporal de carácter público o de 
titularidad privada (si bien, condicionando esta consideración 
a la necesidad de que el personal técnico de trabajo social 
municipal o del Equipo Especializado de Atención a la Mujer 
Víctima de Violencia de Género o de conflicto familiar informe 
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que la percepción de la prestación contribuirá al abandono del 
centro y a su inserción social durante el periodo de percepción 
de la misma (art. 5.2 DCn 136/2007)); al igual que en esa situa-
ción se asimila a hogar independiente, como marco físico de 
residencia permanente donde residen la persona o personas 
que componen la unidad familiar o de convivencia, la propia 
convivencia de los destinatarios/as en otro hogar, aunque no sea 
donde residen de forma permanente (art. 5 LV 9/2007). En este 
sentido, también se considera que existe una unidad de convi-
vencia precisamente en el caso en el que la víctima de violencia 
de género haya abandonado su domicilio habitual, con sus hijos 
e hijas si los tuviere o sola; si bien, en este último supuesto se 
limita por un periodo máximo de doce meses, prorrogable ex-
cepcionalmente por un nuevo periodo de doce meses (art. 5.1 
DPV 147/2010, también se contempla en el art. 5.3 LR 4/2017).

Del mismo modo, en alguna norma, también se establece la 
posibilidad de reconocer más de dos prestaciones por domicilio 
en los casos en los que concurra una situación de violencia de 
género en alguna de las unidades familiares o de convivencia 
que existan en el mismo (art. 8.3 DLCL 1/2014). E incluso puede 
solicitar la prestación la víctima de violencia de género como 
destinataria única, sin necesidad de constituir una unidad de 
convivencia, lo que permite el acceso a la misma, aun en el 
caso en el que regrese de forma temporal al domicilio familiar, 
tras haber vivido de forma independiente, por haber empeo-
rado la situación socioeconómica; si bien, con el compromiso 
de reiniciar el proceso de vida independiente una vez que se 
le conceda la prestación (art. 9.3 DLCL 1/2014). Pero, como se 
puede comprobar solo se tiene en cuenta esa situación en al-
gunas normas, lo que supone que en la mayoría de las mismas 
no se contempla, con las consecuencias negativas que conlleva 
para la víctima de violencia de género en esos casos en cuanto 
al acceso a la prestación.

2.4 Condición de recursos
Otro de los requisitos que con carácter general se exige 

para poder acceder a la prestación es la carencia de recursos 
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económicos o patrimoniales suficientes para cubrir las necesi-
dades básicas (art. 7 d) LCt 14/2017; art. 6.1 d) DM 126/2014; 
art. 9.1 b) DAst 29/2011; art. 10.1 d) LEx 9/2014; art. 7.d) LR 
4/2017; art. 10 c) DLCL 1/2014; art. 12 c) LG 10/2013; art. 6.1 
d) LM 15/2001; art. 7.1 c) LMu 3/2007; art. 7.2 LCn 1/2007; 
art. 29.1 a) LCtb 2/2007; art. 6.1 e) LB 5/2016; art. 12.1 d) LV 
9/2007; art. 16 d) LPV 18/2008; art. 8.1 DCLM 179/2002), lo 
que tiene sentido si se tiene en cuenta que la prestación pre-
cisamente tiene como finalidad garantizar, a personas en situa-
ción de exclusión social o en riesgo de estarlo, unos ingresos 
mínimos para satisfacer sus necesidades básicas. Una pres-
tación que tiene carácter subsidiario con respecto a ayudas, 
subsidios, prestaciones y pensiones, normalmente suele ser 
la última red de protección social, con algunas excepciones. 
Pues bien, en las distintas normas autonómicas se objetiva la 
carencia de recursos mediante la fijación de un determinado 
umbral de pobreza que actúa como límite cuantitativo para co-
nocer si se cumple o no este requisito y, por tanto, si se tiene 
o no posibilidad de acceder a la prestación. Esto determina 
que muchos sujetos no puedan beneficiarse de esta prestación 
por el hecho de disponer de ingresos o rentas superiores a las 
que establece la norma, es decir, porque legalmente superan 
el umbral de la pobreza.

 En este caso, el legislador no solo tiene en cuenta la situa-
ción individual del solicitante, ya que también considera sus cir-
cunstancias familiares. De este modo el requisito de la carencia 
de recursos no sólo se comprueba de manera individualizada, 
sino que, con el fin de asegurarse de que existe una verdadera 
situación de necesidad, adopta un criterio de carácter globa-
lizador, al considerar las rentas de la unidad de convivencia. 
Ahora bien, el hecho de fijar una determinada cuantía implica 
que la carencia de recursos no debe ser absoluta, y, por tanto, 
que se puede cumplir este requisito cuando se acrediten rentas 
o ingresos que son insuficientes, es decir, el sujeto puede 
contar con recursos, teniendo en cuenta la unidad de convi-
vencia, pero estos deben encontrarse por debajo del mínimo 
que el legislador en cada caso estima suficiente para cubrir las 
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necesidades básicas; si bien, la prestación habitualmente va a 
tener carácter complementario con respecto a esos recursos. 

En algunas normas se contienen previsiones específicas vin-
culadas a este requisito con respecto a la víctima de violencia 
de género, no para eximirla de cumplirlo, sino para tener en 
cuenta las circunstancias en la que esta se encuentra. De todos 
modos, como se podrá constatar las referencias a la violencia 
de género en relación con este requisito son muy escasas. 
Así, se establecen ciertas excepciones, por una parte, al con-
siderar cuando existe una situación de carencia de recursos 
económicos y patrimoniales, se considera que la víctima de 
violencia de género puede haber tenido que abandonar su 
vivienda por este motivo para residir de forma temporal en 
otra que no sea de su propiedad y, en ese caso, se exceptúa 
del cómputo patrimonial la vivienda de la víctima de violencia 
de género, previa justificación mediante informe técnico (se 
exceptúa durante el primer año de la percepción de la pres-
tación, pudiéndose prorrogar por otra año de forma motivada 
(art. 12.4 DLCL 1/2014). De esa forma se facilita el acceso a la 
prestación que quizás podría impedirse si se computara esa vi-
vienda que se ha visto obligada a abandonar, más aún cuando 
se exceptúa del cómputo patrimonial la vivienda habitual que 
constituya el hogar de convivencia.

Por otra parte, dada la finalidad de la prestación, en al-
gunos casos, se entiende demostrada la suficiencia de recursos 
económicos cuando existen parientes que están obligados y 
tienen posibilidad real de prestar alimentos a la persona que 
solicita la prestación o que es titular de la misma, así como en 
el caso en el que la persona solicitante o titular tiene derecho 
a percibir una pensión alimenticia de su cónyuge o del proge-
nitor de sus hijos y a pesar de no recibirla no ha iniciado los 
trámites para su reclamación en la vía judicial civil. Pues bien, 
cuando se trata de una víctima de violencia de género no se 
considera que en estos casos existe suficiencia de recursos, en 
particular, en el primer supuesto, por el hecho de que, dada la 
situación, se pueda prever que la obligación de la alimentos 
no va a poder hacerse efectiva (art. 12.4 DM 126/2014; art. 
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10.2 a) y b) DMu 163/2017). De otro modo, no se cumpliría 
este requisito y, por tanto, a pesar de lo señalado, no podría 
tener acceso a la prestación. 

Pero, además, hay que tener en cuenta que, en algunas 
normas, entre los requisitos que se exigen para acceder a la 
prestación se puede observar cómo se establece la necesidad 
de no residir en centros que pertenezcan a entidades que están 
obligadas a prestarle la asistencia necesaria para atender sus 
necesidades básicas de subsistencia, lo que está directamente 
relacionado con el requisito relativo a la carencia de rentas y 
con la finalidad que persigue la prestación, ya que de esa forma 
podría considerarse que se tienen cubiertas las necesidades 
básicas; aún así, se exceptúa el caso de las víctimas de vio-
lencia de género que residan en centros de acogida (art. 10 e) 
DLCL 1/2014; art. 10 d) LEx 9/2014). En este sentido, también 
hay que tener en cuenta que, como se ha indicado, la presta-
ción habitualmente tiene carácter subsidiario, de ahí que las 
normas establezcan su incompatibilidad con otras prestaciones 
contributivas y no contributivas, aunque es cierto que contem-
plan algunas excepciones, tal y como sucede, en el caso de la 
víctima de violencia de género al establecer la compatibilidad 
de la prestación con la Renta Activa de Inserción percibida por 
esta (art. 9.1 a) 6º LR 4/2017; art. 10 d) DLCL 1/2014). Si bien, 
como se puede comprobar, en estos casos en los que existe 
una clara relación con el requisito de carencia de rentas, las 
referencias a la violencia de género son muy escasas.

3. Valoraciones finales
 Como se ha podido comprobar, en las distintas normas 

autonómicas en las que se regulan las rentas mínimas de in-
serción, con sus diferentes denominaciones, se contienen re-
ferencias a la violencia de género que flexibilizan los requisitos 
de acceso a las mismas. Sin embargo, no siempre se facilita el 
acceso a la prestación de la víctima de violencia de género en 
los mismos términos, y no solo porque se parta en las distintas 
normas de un tratamiento diferenciado de los requisitos que 
se exigen con carácter general para poder acceder a la presta-
ción, sino por el hecho de que no en todas ellas se flexibilizan 
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esos requisitos del mismo modo. Es más, aunque en alguna 
norma se puede observar que se hace referencia a la situación 
de la víctima de violencia de género para exceptuar o modular, 
según los casos, cada uno de los mencionados requisitos, en 
general, en las normas tan solo se contempla para alguno o 
algunos de ellos. Por tanto, aunque es cierto que el hecho de 
que se flexibilicen los citados requisitos para las víctimas de 
violencia de género facilita el acceso, también lo es que en 
la práctica ese acceso ante una misma situación está mucho 
más limitado en unas Comunidades Autónomas que en otras, 
sobre todo teniendo en cuenta que, al ser los requisitos acu-
mulativos, en la medida en que no se cumpla alguno de ellos 
no podrá acceder a la prestación, lo que es más posible que 
suceda en los casos en los que no se contempla ningún tipo de 
excepción con respecto al cumplimiento de alguno o algunos 
de ellos. 

De todos modos, al margen de lo anterior, cabe destacar 
cómo se contempla la posibilidad de que exista un reconoci-
miento de la prestación aunque no se cumplan todos los requi-
sitos, lo que puede suceder cuando concurran circunstancias 
excepcionales que en este caso se vinculan a la propia situación 
de la víctima de violencia de género (sus circunstancias perso-
nales, familiares y socioeconómicas, su dificultad para acceder 
al mercado de trabajo, si tiene menores a su cargo, etc); si bien, 
se puede comprobar que este reconocimiento excepcional solo 
se establece en algunas normas (art. 14 DM 126/2014 y art. 3.3 
y 4 DCn 136/2007). En todo caso, también es importante  tener 
en cuenta que la mujer debe acreditar su condición de víctima 
de violencia de género y que no siempre se exige que se acre-
dite en los mismos términos, sino que varía, lo que, a su vez, 
dependiendo de lo establecido en cada norma, va a facilitar o 
a limitar en mayor o menor medida el acceso a la prestación 
(por ejemplo, con la orden de protección a favor de la víctima, 
y excepcionalmente con el informe del Ministerio Fiscal en el 
que se señale la existencia de indicios de que la demandante 
es víctima de violencia de género (art. 8.2 b) DAst 29/2011, 
art. 9 DR 41/2017); o con la interposición de denuncia y la vi-
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gencia de las medidas de protección, o, en su defecto, con el 
informe emitido desde los Centros de Atención Especializada 
para Mujeres Víctimas de Violencia de Género, (art. 8.2 d) DMu 
163/2017); o con la previa resolución judicial (art. 7.1 1º c) LCn 
1/2007); con la denuncia ante la Administración Judicial (art. 13 
LV 9/2007)).

 

 




